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Con el último debate en la sesión plenaria del Senado quedará aprobada la Ley de Victimas y restitución de tierras que el Presidente Santos calificó como parte esencial de su misión histórica.

Los más experimentadnos parlamentarios opinan que con el largo recorrido de  negociaciones lo que resta es solo el pupitrazo final. Pero no faltan quienes aspiran a hacer enmiendas de última hora para enderezar algunos de los asuntos que quedaron mal formulados o con implicaciones lesivas para los derechos de las víctimas a la reparación integral. Así que no es momento de balances o loas sino de señalamientos puntuales.

En esa línea de llamar la atención sobre puntos críticos, las organizaciones de derechos humanos continúan insatisfechas con la definición de víctima que, aunque soluciona viejos debates sobre el universo a considerar, deja por fuera a todas las victimas de organizaciones consideradas como delincuencia común. (Parágrafo 3 del artículo 3).  

Si este parágrafo no se suprime o aclara quedarían por fuera las victimas de paramilitares y narco paramilitares desmovilizados durante la administración Uribe a los cuales la Corte Constitucional varias veces ha calificado como delincuentes comunes. A pesar de los intentos del gobierno de calificarlos como sediciosos o con alguna fórmula que los asimile a políticos, la  Corte ha repetido que es inaceptable ese tratamiento. 

Pero además, con esa exclusión de las víctimas de organizaciones de delincuencia común se dejan por fuera los más de 400.000 desplazados por acción de lo que el gobierno llama BACRIM y que en realidad son grupos paras no desmovilizados, o rearmados o reconfigurados. Y además de desplazados también se encuentran víctimas de asesinatos, desapariciones y múltiples formas de violencia en más de 300 municipios del país entre 2006 y 2011.
El parágrafo 4 de ese artículo que define el universo de víctimas es una nítida confesión de culpa: se reconoce la existencia de víctimas anteriores a 1985 pero se limitan sus derechos a la reparación simbólica. Se dirá que es mejor algo que nada, pero este desconocimiento del derecho a la igualdad es un anuncio de la declaratoria de inconstitucionalidad que tendrá que hacer la Corte al momento del control. Este asunto de los plazos hacia atrás y hacia delante continua siendo un despropósito.
Para rematar, en este tema del universo de víctimas, la incoherencia lleva a definir 1991 como punto de partida para la restitución de tierras y derechos a los despojados y desplazados que abandonaron sus predios. Y después de esa discriminación vienen otras por la vía de tortuosos procedimientos que incluyen la obligación a más de 280.000 propietarios de predios abandonados por la fuerza a volver a concursar a las listas de elegibles que manejaran unos funcionarios inapelables. Si este procedimiento se mantiene se invalidan los registros de Acción Social de la Presidencia, los que ya tiene la Fiscalía o la CNRR y se abre una feria de arbitrariedades y nuevas victimizaciones. contra quienes que ya han sido registrados y registrados por el Estado.
Valdrá la pena que la Plenaria del Senado, antes de apobar la ley,  realice un verdadero debate y le de otra vez  voz a las víctimas y a las organizaciones defensoras de derechos humanos. 
